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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO  AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 68 DE 2021 
SENADO

por medio del cual se adiciona el régimen de pensión 
a la vejez por exposición a alto riesgo a la salud a 

que se refiere la Ley 860 de 2003 para trabajadoras 
y trabajadores operativos en la Unidad Nacional de 

Protección y se dictan otras disposiciones.

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S

Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Código Postal 111711 
PBX: (571) 381 1700   
Atención al ciudadano (571) 6021270 - Línea Nacional: 01 8000 910071 
atencioncliente@minhacienda.gov.co 
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C. 
www.minhacienda.gov.co 
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y se dictan otras disposiciones”
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–

“3.1. Antecedentes en el Código Sustantivo del Trabajo –

 

“De conformidad con la Ley 4a. de 1992, 

y el trabajador, según cada actividad.” 
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LA COMISION    SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL   
HONORABLE   SENADO   DE   LA     REPÚBLICA. -  Bogotá D.C., a los veintinueve 
(29) días del mes de septiembre del año dos mil veintiuno  (2021) - En la presente 
fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, las 
siguientes: consideraciones. 

 
CONCEPTO: MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.  
REFRENDADO POR: DOCTOR JESÚS ANTONIO BEJARANO ROJAS-
VICEMINISTRO TÉCNICO.  
NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: N° 68/2021 SENADO. 
TÍTULO DEL PROYECTO: “POR MEDIO DEL CUAL SE ADICIONA EL RÉGIMEN 
DE PENSIÓN A LA VEJEZ POR EXPOSICIÓN A ALTO RIESGO A LA SALUD A 
QUE SE REFIERE LA LEY 860 DE 2003 PARA TRABAJADORAS Y 
TRABAJADORES OPERATIVOS EN LA UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
NÚMERO DE FOLIOS: QUINCE (15) FOLIOS  
RECIBIDO EN LA SECRETARÍA DE LA COMISIÓN SÉPTIMA DEL SENADO EL  
DÍA: MARTES VEINTIOCHO (28) DE SEPTIEMBRE DE  2021.  
HORA: 18:30 P.M.   
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 
2011. 

El Secretario, 

 

JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA  
 SECRETARIO 

 

CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE 
TRANSPORTE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 097 DE 2020 CÁMARA Y 470 DE 
2021 SENADO

por medio de la cual se incentiva la generación de 
empleo verde y se dictan otras disposiciones.
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LA COMISION    SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL   
HONORABLE   SENADO   DE   LA     REPÚBLICA. -  Bogotá D.C., a los veintinueve 
(29) días del mes de septiembre del año dos mil veintiuno  (2021) - En la presente 
fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, las 
siguientes: consideraciones. 
 
 
CONCEPTO: MINISTERIO DE TRANSPORTE.  
REFRENDADO POR: DOCTORA ÁNGELA MARÍA OROZCO GÓMEZ-
MINTRANSPORTE. 
NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: N° 470/2021 SENADO y 097/2020 CÁMARA   
TÍTULO DEL PROYECTO: “POR MEDIO DEL CUAL SE INCENTIVA LA 
GENERACIÓN DE EMPLEO VERDE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
NÚMERO DE FOLIOS: TRES (05) FOLIOS  
RECIBIDO EN LA SECRETARÍA DE LA COMISIÓN SÉPTIMA DEL SENADO EL  
DÍA: MARTES VEINTIOCHO (28) DE SEPTIEMBRE DE  2021.  
HORA: 22:13 P.M.   
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 
2011. 

El Secretario, 

 

JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA  
 SECRETARIO 
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Bogotá D.C.  
 
 
Doctor 
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA 
Secretario Comisión Séptima Constitucional Permanente 
Senado de la República 
comision.septima@senado.gov.co     
Ciudad 
 
 
 
Ref. Observaciones al proyecto de ley N.º 152 de 2020 Senado, «por la cual se crea el 
programa “Estado Contigo” para mujeres cabeza de familia, el Sistema de Información 
Integrado para Menores de Edad y se dictan otras disposiciones». 
 
 
Respetado secretario: 
 
 
De manera respetuosa, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – 
Prosperidad Social, a continuación expone las observaciones al proyecto de ley N.º 152 de 
2020, Senado de la República.   
 

1. Propuesta normativa 
 
De conformidad con la gaceta N.º 382 del 05 de mayo de 2021, la iniciativa legislativa 
propone lo siguiente: 
 
- La creación del programa «Estado Contigo» como política pública intersectorial del 

Estado en materia de protección de los derechos de las mujeres cabeza de familia en 
condición de vulnerabilidad y de sus hijos menores, especialmente las adolescentes 
madres cabeza de familia. El programa estaría coordinado por la Alta Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer, con responsabilidades para las siguientes 
entidades públicas:  
 
1. El ICBF proporcionaría información sobre las madres cabeza de familia que se 

encuentren en condición de vulnerabilidad y cuyos hijos/as hagan parte de los 
programas del Instituto, de tal forma que se garantice incorporarlos a la oferta 
institucional y ofrecerles herramientas de desarrollo integral que permitan una 
crianza en condiciones dignas.  

2. El ICBF deberá ofertar a las madres cabeza de familia el cuidado de sus hijos 
menores de edad, incluyendo ofertas de cuidado en jornadas diurnas y nocturnas,  
con flexibilidad horaria según las necesidades de las mujeres cabeza de familia.  

3. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, ofertará a las madres 
cabeza de familia en condición de vulnerabilidad y a sus hijos menores, sus 
programas para la equidad social y para la superación de la pobreza.  

 
4. El Ministerio del Trabajo, el SENA y el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 

en coordinación, diseñarán e implementarán programas de políticas de generación 
y acceso de empleos dignos, así como procesos de formación, capacitación, 
microcrédito y emprendimiento para mujeres cabeza de familia en condición de 
vulnerabilidad.  

5. El Ministerio de Salud y Protección Social, implementará programas dirigidos a la 
atención integral en salud y seguridad social de las mujeres cabeza de familia y de 
sus hijos menores.  

 
- La propuesta legislativa, entre otras cosas, también pretende crear el Sistema de 

Información Integrado para Menores de Edad, el cual tendrá como fin generar alertas 
tempranas ante eventuales vulneraciones de sus derechos. Dicho sistema servirá para 
hacer seguimiento del estado físico, emocional, académico y buen cuidado de los 
menores y generará alertas de riesgos de desnutrición, violencia física o emocional, 
enfermedades crónicas existentes o riesgos de salud, vacunación, talla, peso, 
escolaridad, rendimiento académico, explotación sexual de menores de edad, 
prevención de embarazo adolescente, violencia sexual y trabajo infantil.  

 
- El Sistema de Información Integrado para Menores de Edad, estará conformado por 

las siguientes entidades:  
 

1. El presidente de la República, o su delegado.  
2. El vicepresidente de la República, o su delegado.  
3. El ministro de Salud y Protección Social, o su delegado, quien lo presidirá. 
4. El ministro de Educación Nacional, o su delgado.  
5. El ministro de Tecnologías de la información y las comunicaciones, o su delegado.  
6. El director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien ejercerá la 

Secretaría Técnica.  
7. El director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, o su 

delegado.  
8. El procurador General de la Nación, o su delegado.  
9. El fiscal General de la Nación, o su delegado.  
10. El defensor del Pueblo, o su delegado.  
11. La Policía Nacional 
12. El director del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, o su 

delegado.  
13.  El presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o su delegado.  

 
De igual manera, propone el proyecto de ley N.º 152 de 2020, que las entidades que 
conforman el Sistema de Información Integrado para menores de edad, en coordinación, 
identificarán a los menores en riesgo y los incluirán en programas sociales ofertados por el 
Estado, con el fin de prevenir que estos entren en procesos administrativos de 
restablecimiento de derechos.  
También, constituye al ICBF como la entidad de defensa de las mujeres y le otorga las 
siguientes facultades:  
 

1. Privilegiar que los recursos que se entregan a las familias por programas estatales 
sean entregados a las mujeres.  

 
2. Diseñar con los ministerios programas de crédito o financiación para mujeres con 

el fin de que puedan adquirir bienes o servicios de manera que puedan retomar o 
avanzar en su educación, vida laboral o el cuidado de sus hijos.  

3. Generar con otros ministerios incentivos para las empresas o emprendimientos que 
vinculen mujeres que después de haber tenido hijos desean retomar sus estudios 
o su vida laboral.  

4. Diseñar con las Secretarías de Educación un programa en el cual se priorice a los 
hijos de las madres cabeza de familia la asignación de cupos en los colegios 
públicos y/o jardines a cargo del ICBF.  

 
2. Consideraciones a la propuesta normativa 

 
2.1. Protección y defensa de los derechos de la mujer en Colombia 

 
Colombia en los últimos 30 años ha venido desarrollando normativa y jurisprudencia en 
favor de la protección y defensa de los derechos de las mujeres, con un apoyo especial del 
Estado a la mujer cabeza de familia (artículo 43 Constitución política), entre algunas 
referencias normativas, están las siguientes:  
 
- La Ley 82 de 1993, determinó una normativa para apoyar de manera especial a la 

mujer cabeza de familia, y definió Mujer Cabeza de Familia como «quien siendo soltera 
o casada, ejerce la jefatura femenina del hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 
económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras 
personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o 
incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o 
deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar». 

 
De igual modo, la Ley 82 de 1993 (artículo 3), ordenó al Gobierno nacional, establecer 
«mecanismos eficaces para dar protección especial a la mujer cabeza de familia, 
promoviendo el fortalecimiento de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
procurando establecer condiciones de vida dignas, promoviendo la equidad y la 
participación social con el propósito de ampliar la cobertura de atención en salud y 
salud sexual y reproductiva; el acceso a servicios de bienestar, de vivienda, de acceso 
a la educación básica, media y superior incrementando su cobertura, calidad y 
pertinencia; de acceso a la ciencia y la tecnología, a líneas especiales de crédito y a 
trabajos dignos y estables».  

 
- La Ley 731 de 2002, tiene por objeto mejorar la calidad de vida de las mujeres rurales, 

priorizando las mujeres de bajos recursos y consagrar medidas específicas 
encaminadas a acelerar la equidad entre el hombre y la mujer rural. Esta norma reguló, 
entre otros aspectos, la participación de las mujeres rurales en los fondos de 
financiamiento del sector rural, el régimen de seguridad social,  la educación, 
capacitación y recreación de las mujeres rurales, así como su participación en los 
órganos de decisión.  

   
- La Ley 750 de 2002, estableció el apoyo de manera especial, en materia de prisión 

domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia. 

 
- La Ley 823 de 2003, determinó el marco institucional y orientó las políticas y acciones 

por parte del Gobierno para garantizar la equidad y la igualdad de oportunidades de 
las mujeres, en los ámbitos público y privado.  

 
- La Ley 861 de 2003, fijó que el único bien inmueble urbano o rural perteneciente a la 

mujer cabeza de familia definida en el artículo 2º y parágrafo de la Ley 82 de 1993, se 
constituye en patrimonio familiar inembargable a favor de sus hijos menores existentes 
y de los que estén por nacer.  

 
- La Ley 1257 de 2008, entre otros aspectos, determinó la importancia de adoptar 

políticas públicas necesarias para la realización de las mujeres, libres de violencia, 
discriminación y con el goce efectivo de sus derechos.  

 
- La Ley 1413 de 2010, reguló la inclusión de la economía del cuidado en el sistema de 

cuentas nacionales con el objeto de medir la contribución de la mujer al desarrollo 
económico y social del país y como herramienta fundamental para la definición e 
implementación de políticas públicas.  

 
En ese orden, resulta importante que el programa «Estado Contigo» como política pública 
intersectorial del Estado en materia de protección de los derechos de las mujeres cabeza 
de familia en condición de vulnerabilidad y de sus hijos menores, sea analizado bajo la 
actual normativa de protección y defensa de los derechos de las mujeres, con el fin de 
especificar el alcance de la protección que busca el programa, al determinar la 
problemática y el objetivo que persigue, en aras de evitar la repetición de materia en la 
emisión de la norma. 
 

2.2. Responsabilidad de Prosperidad Social en el programa Estado Contigo 
 
La iniciativa legislativa propone como responsabilidad del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social ofertar a las madres cabeza de familia en condición de 
vulnerabilidad y a sus hijos menores, sus programas para la equidad social y para la 
superación de la pobreza.  
 
En este sentido cabe precisar lo siguiente:  
 
El artículo 210 de la Ley 1955 de 2019, determinó:  
 

FOCALIZACIÓN DE LA OFERTA SOCIAL. Para todos los efectos, los programas del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social focalizarán a la población que se 
encuentre en situación de pobreza y pobreza extrema, utilizando el Sisbén. 
El Gobierno nacional definirá los lineamientos para la focalización de la población víctima del 
desplazamiento forzado en los programas sociales a nivel nacional y territorial, utilizando como 
instrumento de focalización el Sisbén. 
La población pobre y pobre extrema tendrá acceso a programas y proyectos ejecutados por las 
entidades del Estado. 
PARÁGRAFO. Para la caracterización e identificación de necesidades en materia socioeconómica 
de la población víctima de desplazamiento forzado las entidades territoriales utilizarán el Sisbén. 
 

Respecto al ejercicio de focalización, cabe señalar que en el Sisbén, metodología IV, es 
posible adelantar análisis para identificar condiciones como: a) Mujeres, b) Jefatura 
femenina de hogar y c) División administrativa (cabecera – centro poblado – rural disperso). 

CONCEPTO JURÍDICO DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO PARA LA 

PROSPERIDAD SOCIAL AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 152 DE 2020 SENADO
por la cual se crea el programa “Estado Contigo” 

para mujeres cabeza de familia, el Sistema de 
Información Integrado para Menores de Edad y se 

dictan otras disposiciones. 
Bogotá D.C.  
 
 
Doctor 
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA 
Secretario Comisión Séptima Constitucional Permanente 
Senado de la República 
comision.septima@senado.gov.co     
Ciudad 
 
 
 
Ref. Observaciones al proyecto de ley N.º 152 de 2020 Senado, «por la cual se crea el 
programa “Estado Contigo” para mujeres cabeza de familia, el Sistema de Información 
Integrado para Menores de Edad y se dictan otras disposiciones». 
 
 
Respetado secretario: 
 
 
De manera respetuosa, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – 
Prosperidad Social, a continuación expone las observaciones al proyecto de ley N.º 152 de 
2020, Senado de la República.   
 

1. Propuesta normativa 
 
De conformidad con la gaceta N.º 382 del 05 de mayo de 2021, la iniciativa legislativa 
propone lo siguiente: 
 
- La creación del programa «Estado Contigo» como política pública intersectorial del 

Estado en materia de protección de los derechos de las mujeres cabeza de familia en 
condición de vulnerabilidad y de sus hijos menores, especialmente las adolescentes 
madres cabeza de familia. El programa estaría coordinado por la Alta Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer, con responsabilidades para las siguientes 
entidades públicas:  
 
1. El ICBF proporcionaría información sobre las madres cabeza de familia que se 

encuentren en condición de vulnerabilidad y cuyos hijos/as hagan parte de los 
programas del Instituto, de tal forma que se garantice incorporarlos a la oferta 
institucional y ofrecerles herramientas de desarrollo integral que permitan una 
crianza en condiciones dignas.  

2. El ICBF deberá ofertar a las madres cabeza de familia el cuidado de sus hijos 
menores de edad, incluyendo ofertas de cuidado en jornadas diurnas y nocturnas,  
con flexibilidad horaria según las necesidades de las mujeres cabeza de familia.  

3. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, ofertará a las madres 
cabeza de familia en condición de vulnerabilidad y a sus hijos menores, sus 
programas para la equidad social y para la superación de la pobreza.  

 
4. El Ministerio del Trabajo, el SENA y el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 

en coordinación, diseñarán e implementarán programas de políticas de generación 
y acceso de empleos dignos, así como procesos de formación, capacitación, 
microcrédito y emprendimiento para mujeres cabeza de familia en condición de 
vulnerabilidad.  

5. El Ministerio de Salud y Protección Social, implementará programas dirigidos a la 
atención integral en salud y seguridad social de las mujeres cabeza de familia y de 
sus hijos menores.  

 
- La propuesta legislativa, entre otras cosas, también pretende crear el Sistema de 

Información Integrado para Menores de Edad, el cual tendrá como fin generar alertas 
tempranas ante eventuales vulneraciones de sus derechos. Dicho sistema servirá para 
hacer seguimiento del estado físico, emocional, académico y buen cuidado de los 
menores y generará alertas de riesgos de desnutrición, violencia física o emocional, 
enfermedades crónicas existentes o riesgos de salud, vacunación, talla, peso, 
escolaridad, rendimiento académico, explotación sexual de menores de edad, 
prevención de embarazo adolescente, violencia sexual y trabajo infantil.  

 
- El Sistema de Información Integrado para Menores de Edad, estará conformado por 

las siguientes entidades:  
 

1. El presidente de la República, o su delegado.  
2. El vicepresidente de la República, o su delegado.  
3. El ministro de Salud y Protección Social, o su delegado, quien lo presidirá. 
4. El ministro de Educación Nacional, o su delgado.  
5. El ministro de Tecnologías de la información y las comunicaciones, o su delegado.  
6. El director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien ejercerá la 

Secretaría Técnica.  
7. El director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, o su 

delegado.  
8. El procurador General de la Nación, o su delegado.  
9. El fiscal General de la Nación, o su delegado.  
10. El defensor del Pueblo, o su delegado.  
11. La Policía Nacional 
12. El director del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, o su 

delegado.  
13.  El presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o su delegado.  

 
De igual manera, propone el proyecto de ley N.º 152 de 2020, que las entidades que 
conforman el Sistema de Información Integrado para menores de edad, en coordinación, 
identificarán a los menores en riesgo y los incluirán en programas sociales ofertados por el 
Estado, con el fin de prevenir que estos entren en procesos administrativos de 
restablecimiento de derechos.  
También, constituye al ICBF como la entidad de defensa de las mujeres y le otorga las 
siguientes facultades:  
 

1. Privilegiar que los recursos que se entregan a las familias por programas estatales 
sean entregados a las mujeres.  

 
2. Diseñar con los ministerios programas de crédito o financiación para mujeres con 

el fin de que puedan adquirir bienes o servicios de manera que puedan retomar o 
avanzar en su educación, vida laboral o el cuidado de sus hijos.  

3. Generar con otros ministerios incentivos para las empresas o emprendimientos que 
vinculen mujeres que después de haber tenido hijos desean retomar sus estudios 
o su vida laboral.  

4. Diseñar con las Secretarías de Educación un programa en el cual se priorice a los 
hijos de las madres cabeza de familia la asignación de cupos en los colegios 
públicos y/o jardines a cargo del ICBF.  

 
2. Consideraciones a la propuesta normativa 

 
2.1. Protección y defensa de los derechos de la mujer en Colombia 

 
Colombia en los últimos 30 años ha venido desarrollando normativa y jurisprudencia en 
favor de la protección y defensa de los derechos de las mujeres, con un apoyo especial del 
Estado a la mujer cabeza de familia (artículo 43 Constitución política), entre algunas 
referencias normativas, están las siguientes:  
 
- La Ley 82 de 1993, determinó una normativa para apoyar de manera especial a la 

mujer cabeza de familia, y definió Mujer Cabeza de Familia como «quien siendo soltera 
o casada, ejerce la jefatura femenina del hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 
económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras 
personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o 
incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o 
deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar». 

 
De igual modo, la Ley 82 de 1993 (artículo 3), ordenó al Gobierno nacional, establecer 
«mecanismos eficaces para dar protección especial a la mujer cabeza de familia, 
promoviendo el fortalecimiento de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
procurando establecer condiciones de vida dignas, promoviendo la equidad y la 
participación social con el propósito de ampliar la cobertura de atención en salud y 
salud sexual y reproductiva; el acceso a servicios de bienestar, de vivienda, de acceso 
a la educación básica, media y superior incrementando su cobertura, calidad y 
pertinencia; de acceso a la ciencia y la tecnología, a líneas especiales de crédito y a 
trabajos dignos y estables».  

 
- La Ley 731 de 2002, tiene por objeto mejorar la calidad de vida de las mujeres rurales, 

priorizando las mujeres de bajos recursos y consagrar medidas específicas 
encaminadas a acelerar la equidad entre el hombre y la mujer rural. Esta norma reguló, 
entre otros aspectos, la participación de las mujeres rurales en los fondos de 
financiamiento del sector rural, el régimen de seguridad social,  la educación, 
capacitación y recreación de las mujeres rurales, así como su participación en los 
órganos de decisión.  

   
- La Ley 750 de 2002, estableció el apoyo de manera especial, en materia de prisión 

domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia. 

 
- La Ley 823 de 2003, determinó el marco institucional y orientó las políticas y acciones 

por parte del Gobierno para garantizar la equidad y la igualdad de oportunidades de 
las mujeres, en los ámbitos público y privado.  

 
- La Ley 861 de 2003, fijó que el único bien inmueble urbano o rural perteneciente a la 

mujer cabeza de familia definida en el artículo 2º y parágrafo de la Ley 82 de 1993, se 
constituye en patrimonio familiar inembargable a favor de sus hijos menores existentes 
y de los que estén por nacer.  

 
- La Ley 1257 de 2008, entre otros aspectos, determinó la importancia de adoptar 

políticas públicas necesarias para la realización de las mujeres, libres de violencia, 
discriminación y con el goce efectivo de sus derechos.  

 
- La Ley 1413 de 2010, reguló la inclusión de la economía del cuidado en el sistema de 

cuentas nacionales con el objeto de medir la contribución de la mujer al desarrollo 
económico y social del país y como herramienta fundamental para la definición e 
implementación de políticas públicas.  

 
En ese orden, resulta importante que el programa «Estado Contigo» como política pública 
intersectorial del Estado en materia de protección de los derechos de las mujeres cabeza 
de familia en condición de vulnerabilidad y de sus hijos menores, sea analizado bajo la 
actual normativa de protección y defensa de los derechos de las mujeres, con el fin de 
especificar el alcance de la protección que busca el programa, al determinar la 
problemática y el objetivo que persigue, en aras de evitar la repetición de materia en la 
emisión de la norma. 
 

2.2. Responsabilidad de Prosperidad Social en el programa Estado Contigo 
 
La iniciativa legislativa propone como responsabilidad del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social ofertar a las madres cabeza de familia en condición de 
vulnerabilidad y a sus hijos menores, sus programas para la equidad social y para la 
superación de la pobreza.  
 
En este sentido cabe precisar lo siguiente:  
 
El artículo 210 de la Ley 1955 de 2019, determinó:  
 

FOCALIZACIÓN DE LA OFERTA SOCIAL. Para todos los efectos, los programas del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social focalizarán a la población que se 
encuentre en situación de pobreza y pobreza extrema, utilizando el Sisbén. 
El Gobierno nacional definirá los lineamientos para la focalización de la población víctima del 
desplazamiento forzado en los programas sociales a nivel nacional y territorial, utilizando como 
instrumento de focalización el Sisbén. 
La población pobre y pobre extrema tendrá acceso a programas y proyectos ejecutados por las 
entidades del Estado. 
PARÁGRAFO. Para la caracterización e identificación de necesidades en materia socioeconómica 
de la población víctima de desplazamiento forzado las entidades territoriales utilizarán el Sisbén. 
 

Respecto al ejercicio de focalización, cabe señalar que en el Sisbén, metodología IV, es 
posible adelantar análisis para identificar condiciones como: a) Mujeres, b) Jefatura 
femenina de hogar y c) División administrativa (cabecera – centro poblado – rural disperso). 
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Lo anterior a partir de un ejercicio de análisis de la fuente de información Sisbén, mediante 
la generación de filtros y cruces con fuentes de información complementarias, como: 
Sisbén III, Familias en Acción, Ingreso Solidario, entre otros, para tener certeza de las 
características poblacionales1.  
 
La Ley 2155 de 2021, determinó en su artículo 20 parágrafo que «En los criterios de 
priorización la Mesa de la Equidad deberá tener en cuenta, entre otros, la jefatura del hogar, 
en especial a las mujeres cuidadoras. En el caso de hogares con jefatura femenina, jefatura 
compartida u hogar biparental, la transferencia monetaria del Programa Ingreso Solidario 
se realizará a la mujer para su administración. Como mínimo para el 30% del total de 
hogares beneficiarios, la transferencia deberá realizarse en cabeza de una mujer para su 
administración». 
 
Lo anterior permite concluir que Prosperidad Social ha incluido en sus programas sociales 
a mujeres cabeza de hogar, especialmente desde el programa Familias en Acción y con la 
utilización de la herramienta de focalización SISBEN, así como las medidas afirmativas a 
su favor que actualmente orientan el programa Ingreso Solidario. 
 
 

2.3. Sistema de Información Integrado Para Menores de Edad  
 
La propuesta legislativa propone la creación del Sistema de Información Integrado para 
Menores de Edad, el cual tendrá como fin generar alertas tempranas ante eventuales 
vulneraciones de sus derechos.  
 
En ese orden, resulta importante precisar que en la actualidad existe el Sistema Nacional 
de Bienestar Familiar (SNBF), el cual es el conjunto de agentes, instancias de coordinación 
y articulación, y de sus relaciones existentes, para dar cumplimiento a la protección integral 
de las niñas, niños y adolescentes, y al fortalecimiento familiar en el ámbito nacional, 
departamental, distrital y municipal2. 
 
De conformidad con el artículo 5 del Decreto 936 de 2013, compilado en el artículo 2.4.1.8 
del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, los objetivos del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar son: 

1. Lograr la protección integral de la primera infancia, la infancia y la adolescencia y 
promover el fortalecimiento familiar a través de una respuesta articulada y 
oportuna del Estado bajo el principio de corresponsabilidad con la familia y la 
sociedad. 

2. Promover la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de políticas 
de primera infancia, infancia y adolescencia y fortalecimiento familiar en los 
ámbitos nacional y territorial con enfoque diferencial. 

3. Lograr que la primera infancia, la infancia y la adolescencia y el fortalecimiento 
familiar sean una prioridad social, política, técnica y financiera en el ámbito 
nacional y territorial. 

                                                 
1 Prosperidad Social, GIT Focalización, Memorando N.º M-2021-3003-026840 del 25/08/2021. 
2 https://www.icbf.gov.co/programas-y-estrategias/direccion-snbf/que-es-el-snbf (Consulta: 30/08/2021). 

 
4. Mejorar el ejercicio de la participación y movilización social en torno a la protección 

integral de la primera infancia, la infancia, la adolescencia y el fortalecimiento 
familiar en los niveles nacional y territorial. 

5. Evaluar y hacer seguimiento del estado de realización de derechos de los niños, 
niñas y adolescentes. 

 
«La población objetivo del SNBF comprende la primera infancia (desde la gestación hasta 
los 5 años), la infancia (de 6 a 11 años) y la adolescencia (de 12 a 17 años) en los entornos 
en los que trascurre su vida: el hogar, las instituciones y el espacio público. De igual forma, 
se enmarca en el reconocimiento de la perspectiva de género y de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes de los pueblos indígenas y demás grupos étnicos, y en el 
fortalecimiento familiar, tal como está consagrado en la Ley 1098 de 2006».3 
 
El marco normativo del SNBF comprende lo siguiente:  
 

Constitución política 1991 
Leyes 

1. Ley 75 de 1968 
2. Ley 7 de 1979 
3. Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia 
4. Ley 1361 de 2009 
5. Ley 1146 de 2007 
6. Ley 1804 de 2016 

Decretos 
1. Decreto 2388 de 1979 
2. Decreto 1471 de 1990 
3. Decreto 859 de 1995 
4. Decreto 1137 de 1999 
5. Decreto 859 de 1995 
6. Decreto 2968 de 2010 
7. Decretos 4155 y 4156 de 2011 
8. Decreto 4875 de 2011 (modificado por el Decreto 1416 de 2018) 
9. Decreto 936 de 2013 
10. Decreto 1084 de 2015 
11. Decreto 1336 de 2018 
12. Decreto 2081 de 2019 
13. Decreto 1710 de 2020 

 
Los aspectos relevantes de la anterior normativa al SNBF, pueden ser consultados en la 
página web del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF mediante el enlace: 
https://www.icbf.gov.co/programas-y-estrategias/direccion-snbf/que-es-el-snbf.  
 
Los agentes del Sistema Nacional de Bienestar Familiar de conformidad con el Decreto 
1084 de 2015, son los siguientes  
 

ARTÍCULO    2.4.1.10. Agentes del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. Los agentes del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar son aquellas entidades que ejecutan acciones 
relacionadas con la protección integral de niños, niñas y adolescentes definida en el artículo 7o 
de la Ley 1098 de 2006 y el fortalecimiento familiar. Atendiendo a las competencias legales de 
cada entidad, el Sistema Nacional de Bienestar Familiar estará conformado por los siguientes 
agentes: 
  
En el ámbito nacional, por: 

                                                 
3 https://www.icbf.gov.co/programas-y-estrategias/direccion-snbf/que-es-el-snbf (Consulta: 30/08/2021). 

1. Entidades fundamentales para la protección integral de niños, niñas y adolescentes: 
1.1. La Presidencia de la República. 
1.2. La Vicepresidencia de la República. 
1.3. Ministerio del Interior. 
1.4. Ministerio de Relaciones Exteriores. 
1.5. Ministerio de Justicia y del Derecho. 
1.6. Ministerio de Defensa Nacional. 
1.7. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 
1.8. Ministerio de Salud y Protección Social. 
1.9. Ministerio del Trabajo. 
1.10. Ministerio de Minas y Energía. 
1.11. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
1.12. Ministerio de Educación Nacional. 
1.13. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
1.14. Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 
1.15. Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
1.16. Ministerio de Transporte. 
1.17. Ministerio de Cultura. 
1.18. El Departamento Administrativo para la Prosperidad, DPS. 
1.19. El Departamento Administrativo del Deporte la Recreación, la Actividad Física y el 
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) 
1.20. La Policía Nacional. 
1.21. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 
1.22. El Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena) 
1.23. La Agencia para la Superación de la Pobreza Extrema (ANSPE) 
1.24. La Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
1.25. El Consejo Superior de la Judicatura. 
1.26. La Fiscalía General de la Nación. 
1.27. La Registraduría Nacional del Estado Civil. 
1.28. La Autoridad Nacional de Televisión. 
  
2. Entidades que por sus competencias aportan al funcionamiento y objetivos del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar: 
2.1 El Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
2.2 El Departamento Nacional de Planeación (DNP) 
2.3 El Departamento Nacional de Estadística (DANE) 
2.4 El Departamento Administrativo de Ciencia. Tecnología e Investigación. 
2.5 La Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial. 
2.6 La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres. 
2.7 La Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) 
2.8 El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 
  
3. Las organizaciones de la sociedad civil y de la cooperación internacional que desarrollen líneas 
de acción en infancia, adolescencia y fortalecimiento familiar. 
  
4. Las demás entidades o instituciones, públicas o privadas, que contribuyan o estén llamadas a 
contribuir, de acuerdo con su objeto de constitución o a mandato de ley o reglamento, a 
garantizar, directa o indirectamente, la prestación del servicio público de bienestar familiar. 
  
En el ámbito departamental, por: 
1. Los Departamentos. 
2. Las Direcciones Regionales del ICBF. 
3. Las Defensorías de Familia. 
4. Las entidades del orden nacional o departamental, descentralizadas funcionalmente o por 
servicios con funciones y competencias en los departamentos asociadas a la prestación del 
Servicio Público de Bienestar Familiar. 
5. Aquellas entidades, instituciones o agencias, públicas o privadas, solidarias o comunitarias, 
que ejerzan actividades inherentes a dicho sistema en el ámbito de un departamento. 
6. Las organizaciones de la sociedad civil y de la cooperación internacional que desarrollen líneas 
de acción en infancia, adolescencia y fortalecimiento familiar. 

  
En el ámbito municipal y distrital, por: 
1. Los municipios o distritos. 
2. Los Centros Zonales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar presentes en su 
jurisdicción. 
3. Las Defensorías de Familia. 
4. Las Comisarías de Familia. 
5. Las Inspecciones de Policía, en municipios donde no haya Defensoría de Familia o Comisaría 
de Familia. 
6. Las entidades descentralizadas funcionalmente o por servicios con funciones y competencias 
en los municipios asociadas a la prestación del Servicio Público de Bienestar Familiar. 
7. Aquellas entidades, instituciones o agencias, públicas o privadas, solidarias o comunitarias, 
que ejerzan actividades inherentes a dicho sistema en el ámbito de un distrito o municipio. 
8. Las organizaciones de la sociedad civil y de la cooperación internacional que desarrollen líneas 
de acción en infancia, adolescencia y fortalecimiento familiar…  

 
En cuanto a las políticas públicas que desarrolla el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
están: a) la política pública nacional de Primera Infancia (Ley 1804 de 2016), b) la política 
nacional de Infancia y Adolescencia (2018 - 2030) y c) la política nacional de Apoyo y 
Fortalecimiento a las Familias (2014 - 2024). 
 
Por consiguiente, la creación del Sistema de Información Integrado para Menores de Edad, 
resulta inconveniente en la medida que existe el Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
(SNBF) y sus objetivos subsumen la finalidad de generar alertas tempranas ante 
eventuales vulneraciones de los derechos de los niños, niñas y adolescentes como lo 
propone la iniciativa legislativa. Además, el SNBF está integrado por agentes en diferentes 
ámbitos con mayor participación e integralidad de los que propone el proyecto de ley 
N.°152 de 2020, por lo que se estaría generando una duplicidad de funciones innecesaria.   
 

2.4. Observaciones técnicas 

La Subdirección General de Programas y Proyectos de Prosperidad Social, a quien de 
conformidad con el artículo 20 del Decreto 2094 de 2016, le corresponde entre otras, hacer 
seguimiento y evaluar la superación de las condiciones de vulnerabilidad de la población 
en situación de pobreza y pobreza extrema, niños, niñas y adolescentes y víctimas del 
conflicto armado, mediante la asesora para la Niñez, Juventud y Familias, respecto a la 
propuesta de proyecto de ley recomendó lo siguiente:  

…En el orden constitucional las mujeres, los niños y las niñas son sujetos de especial protección, 
de igual forma, se encuentra consagrada la Protección Integral de la Familia por parte del Estado 
y la sociedad (art. 42 de la Constitución). Los desarrollos normativos derivados, entre ellos, la Ley 
de Protección Integral a la Familia Ley 1361 de 2009, adicionada por la Ley 1857 de 2017, asumen 
a la familia como un sujeto colectivo titular de derechos en profunda interdependencia con los 
derechos individuales de sus integrantes, de los cuales, indistintamente de su edad, sexo u otra 
característica diferencial, es agente corresponsable. En ese sentido, cabe anotar que la política 
reconoce una definición amplia de familia, independientemente de su conformación (con o sin 
niños y niñas, con padres o cuidadores, etc.) dinámicas y situaciones en las que se encuentren. 
  
Por su parte, la Protección Integral de la Familia se hace efectiva a través de la puesta en marcha 
de un Sistema de Garantías (Sentencia T-840 de 2010 de la Corte Constitucional) que posibilite el 
ejercicio de derechos individuales y colectivos, potencialice el desarrollo humano integral a lo largo 
de la vida, haga realidad los fines de vida en común y ayuda mutua, así como las funciones 
familiares de reproducción biológica, cultural y social. El objeto de la Ley 1361 de 2009, de 
fortalecer y garantizar el desarrollo integral de la familia, como núcleo fundamental de la sociedad, 
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se concreta con la Política Pública Nacional para el Apoyo y el Fortalecimiento de las Familias (en 
adelante la PPNAFF), la cual fue formulada de manera intersectorial y aprobada por el Consejo 
Nacional de Política Social en el 2018. 
  
En la PPNAFF se reconoce la diversidad de las familias, en el marco de los derechos humanos, y 
su objetivo central se orienta a "Reconocer, promover y fortalecer las capacidades de las familias 
como sujetos colectivos de derechos y protagonistas del desarrollo social." De igual forma, la 
PPNAFF se apropia de la definición dada por el Consejo de Estado, en fallo del 11 de julio de 
2013, que se refiere a la familia como “una estructura social que se constituye a partir de un 
proceso que genera vínculos de consanguinidad o afinidad entre sus miembros. Por lo tanto, si 
bien la familia puede surgir como un fenómeno natural producto de la decisión libre de dos 
personas, lo cierto es que son las manifestaciones de solidaridad, fraternidad, apoyo, cariño y 
amor, lo que la estructuran y le brindan cohesión a la institución”, por lo tanto, a de reconocerse 
plural y diversa en su origen, en sus dinámicas y su evolución. 
  
Ahora bien, la familia como sujeto colectivo de derechos, es también sujeto de atención, pero 
además es corresponsable en la garantía de derechos de sus integrantes por lo tanto se constituye 
en la principal red de apoyo para gestar los proyectos colectivos y de cada uno de sus integrantes. 
Sobre esta premisa es importante resaltar la relevancia de atenciones fundamentales para la 
protección social de todas las familias, y al reconocer su diversidad, comprender que al variar su 
composición, varía también la demanda de servicios, así como las dinámicas de sus integrantes, 
en este sentido, el acceso a la oferta se gesta desde las entidades que implementan las diferentes 
políticas sectoriales, en articulación con otras políticas poblacionales intersectoriales.  
 
Respecto a la protección para las mujeres cabeza de familia, la Ley 1232 de 2008 (anterior a la 
Ley 1361 de 2009), sienta las bases sobre la necesidad de un trato preferente y diferenciado a 
través de incentivos para que desde el sector privado se propicien alternativas de atención en 
salud, educación, vivienda, empleo y acceso a crédito4. De otro lado, en el 2011 se formula la 
Política Pública Nacional de Equidad de Género que reconoce la importancia de las mujeres como 
sujetos de especial protección constitucional, así como las brechas para el goce y ejercicio pleno 
de sus derechos, en especial cuando se acentúa su vulnerabilidad por condiciones de 
desprotección, discriminación e inequidad.  
 
Son múltiples y variados los instrumentos jurídicos que buscan la protección especial para las 
mujeres en especial para las madres cabeza de hogar por lo cual las políticas públicas se 
construyen con enfoques diferenciales y de género que orienten los servicios y atenciones a las 
realidades de los individuos de acuerdo con los contextos social, económico y territorial. No 
obstante, es preciso mencionar que en la implementación de acciones diferenciales, estas pueden 
motivar incentivos perversos o acciones con daño, que resquebrajen el tejido social (por ejemplo 
manifestar que son madres cabeza de hogar aunque cuenten con una pareja permanente de 
apoyo), o que induzcan a la manipulación de información para acceder a servicios específicos. En 
tal sentido, se recomienda que en lugar de ordenar la formulación de una nueva política para 
resolver una problemática que se origina por la concurrencia de varios determinantes sociales, se 
estimule el fortalecimiento y la gestión de las políticas públicas ya existentes como las 
mencionadas, y su armonización y articulación en sinergia con otras iniciativas de país…  

 
En suma, resulta importante que ante la regulación en materia de protección de los 
derechos de las mujeres cabeza de familia en condición de vulnerabilidad y de sus hijos 
menores, más que crear en el ordenamiento jurídico una nueva política pública, se 
consideren las políticas públicas existentes con el fin de fortalecer sus objetivos y generar 
el impacto perseguido en la población objeto de las mismas.  

 

                                                 
4 Ley 1232 de 2008, artículo 10. “Incentivos. El Gobierno Nacional establecerá incentivos especiales para el sector privado que cree, 
promocione o desarrolle programas especiales de salud, educación, vivienda, seguridad social, crédito y empleo para las mujeres cabeza de 
familia.”   

 
3. Concepto favorable del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

 
Las iniciativas legislativas deben responder al principio de sostenibilidad fiscal previsto en 
el artículo 334 de la Constitución política de Colombia5, por lo tanto, corresponde al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, determinar el impacto fiscal que generaría el 
proyecto de ley. En este mismo sentido, el artículo 7 de la Ley 819 de 20026, estableció la 
obligación de enunciar los costos fiscales de los proyectos de ley que se intenten aprobar, 
condición que el proyecto en comento no presentan de manera clara y precisa, ni en la 
exposición de motivos ni en el articulado, así como tampoco cuenta con el aval del 
Ministerio de Hacienda. Al respecto la norma citada enuncia lo siguiente:   
 

(…) En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o 
acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse 
explícito y deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo.  
 
Para estos propósitos, deberá incluirse expresamente en la exposición de motivos y 
en las ponencias de trámite respectivas los costos fiscales de la iniciativa y la fuente 
de ingreso adicional generada para el financiamiento de dicho costo.  
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en cualquier tiempo durante el respectivo 
trámite en el Congreso de la República, deberá rendir su concepto frente a la 
consistencia de lo dispuesto en el inciso anterior. En ningún caso este concepto podrá 
ir en contravía del Marco Fiscal de Mediano Plazo. Este informe será publicado en la 
Gaceta del Congreso. 
 
Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, que planteen un gasto adicional o 
una reducción de ingresos, deberán contener la correspondiente fuente sustitutiva por 
disminución de gasto o aumentos de ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  
 
En las entidades territoriales, el trámite previsto en el inciso anterior será surtido ante 
la respectiva Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces (…) 

 
En ese sentido, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público mediante radicado: 2-2021-
040717 del 6 de agosto de 2021, realizó los siguientes comentarios al texto aprobado 
para primer debate del proyecto de ley N.º 152 de 2020:  
 

                                                 
5 “La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 
naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente 
sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social 
de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 
El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las 
personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover 
la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 
La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración 
armónica. 
El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las máximas 
corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones 
de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se 
decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. 
En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales. 
PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o 
judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar Los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección 
efectiva.” 
6 Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones. 

 
…la iniciativa busca que dicho programa sea coordinado por la Alta Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer, o quien haga sus veces, atendiendo los 
criterios de vulnerabilidad y riesgo de violación de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes; asimismo, determina que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - 
ICBF, oferte cuidados a menores de edad en jornadas diurnas y nocturnas, así como 
el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social -DPS, incluya a las madres 
cabeza de familia, y a sus hijos menores de edad en programas para la equidad social 
y la superación de la pobreza.  
 
Respecto a esta propuesta, es menester recordar que actualmente el ICBF, y el DPS, 
cuentan actualmente con programas y recursos destinados a la protección y 
restablecimiento de derechos, así como a la superación de la pobreza, de forma que 
esta iniciativa debería estar armonizada con dichas políticas y sus respectivos criterios 
de asignación.  
 
(…) 
 
En línea con lo anterior, esta Cartera pone de presente que es necesario dar 
cumplimiento al artículo 7 de la Ley 819 de 2003, en virtud del cual todo proyecto de 
ley debe hacer explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo y debe 
incluir expresamente en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite 
respectivas, los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada 
para el respectivo financiamiento…  

 
Lo anterior permite concluir que el proyecto de ley N.º 152 de 2020, carece del requisito 
establecido en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, respecto a la especificación expresa de 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso correspondiente.  
 
 
 
Conclusión  
 
 
En consecuencia, se solicita respetuosamente que el proyecto de ley N.º 152 de 2020 
Senado, «por la cual se crea el programa “Estado Contigo” para mujeres cabeza de familia, 
el Sistema de Información Integrado para Menores de Edad y se dictan otras 
disposiciones», no continúe con su trámite, al considerar lo siguiente:  
 
- Prosperidad Social ha incluido en sus programas sociales a mujeres cabeza de hogar, 

especialmente desde el programa Familias en Acción y con la utilización de la 
herramienta de focalización SISBEN, así como las medidas afirmativas a su favor que 
actualmente orientan el programa Ingreso Solidario. 

- Existe el Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNFB), conjunto de agentes, 
instancias de coordinación y articulación, y de sus relaciones existentes, para dar 
cumplimiento a la protección integral de las niñas, niños y adolescentes, y al 
fortalecimiento familiar en el ámbito nacional, departamental, distrital y municipal, cuyo 
ente rector, coordinador y articulador es el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
-ICBF, por lo que la propuesta legislativa generaría una duplicidad de funciones 
innecesaria. 

 
- Actualmente se ejecutan políticas públicas que buscan dar especial protección a las 

madres cabeza de familia y los niños, niñas y adolescentes, sumado a la normativa 
vigente al respecto.  

- El proyecto de ley no cuenta con el requisito del artículo 7 de la Ley 819 de 2003, en 
cuanto a la especificación expresa de los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de 
ingreso correspondiente, y en consecuencia, carece del aval del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.  
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LA COMISION    SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL   
HONORABLE   SENADO   DE   LA     REPÚBLICA. -  Bogotá D.C., a los veintinueve 
(29) días del mes de septiembre del año dos mil veintiuno  (2021) - En la presente 
fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, las 
siguientes: consideraciones. 

 
CONCEPTO: DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD 
SOCIAL.  
REFRENDADO POR: DOCTORA LUCY EDREY ACEVEDO MENESES-JEFE 
OFICINA -OFICINA ASESOERA JURÍDICA.  
NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: N° 152/2020 SENADO. 
TÍTULO DEL PROYECTO: “POR LA CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE LA 
LEY 7 DE 1979, SE CREA EL PROGRAMA “ESTADO CONTIGO” PARA MUJERES 
CABEZA DE FAMILIA, EL SISTEMA DE INFORMACIÓN INTEGRADO PARA 
MENORES DE EDAD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
NÚMERO DE FOLIOS: TRECE (13) FOLIOS  
RECIBIDO EN LA SECRETARÍA DE LA COMISIÓN SÉPTIMA DEL SENADO EL  
DÍA: MARTES VEINTIOCHO (28) DE SEPTIEMBRE DE  2021.  
HORA: 17:36 P.M.   
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 
2011. 

El Secretario, 

 

JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA  
 SECRETARIO 

 

CONCEPTO JURÍDICO UNIVERSIDAD 
COOPERATIVA DE COLOMBIA

PROYECTO DE LEY NÚMERO 99 DE 2021 
SENADO

por la cual se amplía la población objeto del contrato 
de aprendizaje, se crea el contrato de aprendizaje 

extendido y se dictan otras disposiciones.
CCoonncceeppttoo  JJuurrííddiiccoo  PPrrooyyeeccttoo  ddee  PPrrooyyeeccttoo  ddee  LLeeyy  009999  ddee  22002211  SSeennaaddoo..  

 

 

 

 

Bogotá, D.C.  

  

  

Doctora:  

MMiillllaa  PPaattrriicciiaa  RRoommeerroo  SSoottoo  

Senadora de la República 

ESD 

  

AAssuunnttoo:: Concepto Jurídico Proyecto de Proyecto de Ley 099 de 2021 “por la cual se 

amplía la población objeto del contrato de aprendizaje, se crea el contrato de 

aprendizaje extendido y se dictan otras disposiciones” 

  

Señora Senadora, 

 

En primera medida, agradecemos la invitación para conocer de tan loable proyecto de ley, 

pues se reconoce la situación que abarca al país por las cifras de desempleo que en mayor 

medida afecta a la población joven, reduciendo la suma de vida productivas o laborales, e 

incrementando la informalidad.  

 

Al respecto de la normativa propuesta, se observa que cumple con el espíritu propio de la 

naturaleza del contrato de aprendizaje, pues se trata de potencializar y transmitir 

metódicamente un oficio, generalmente enfocado en la población joven (Organización 

Internacional del Trabajo, 1939, P.1.), teniendo en cuenta los cambios generacionales y las 

necesidades sociales. Lo que específicamente se observa al introducir en la propuesta del 

contrato de aprendizaje extendido,  el límite de edad  de 30 años en el artículo segundo. 

 

No obstante lo anterior, se tiende a confundir con la ley 1429 de 2010, “por la cual se 

expide la ley de formalización y generación de Empleo”, teniendo en cuenta que va dirigido 

a jóvenes que “no hayan tenido contratación laboral previa” (como lo reza el articulo 2 

propuesto), lo que se podría traducir no solo en la extensión del contrato de aprendizaje, 

sino, también en la referida normativa, pues a pesar que hace referencia a contratar a una 

persona con la intención de formarla en determinado oficio, también hace referencia a 

aquellos jóvenes que no han podido contar con la oportunidad de un primer empleo 

formal. Lo que al parecer de nuestra interpretación, es acorde al espíritu del contrato de 

aprendizaje en pro del relevo generacional, por lo cual, se trata de un complemento 

normativo que permite ampliar el contrato de aprendizaje; de acuerdo como versa en el 

proyecto “extender” la misma.  

 

Revisando la tasa de desempleo nacional de la población joven en edad laboral en 

Colombia, contamos actualmente con 1.5 millones en situación de desempleo. Conforme a 

lo informado por la Organización Internacional del Trabajo, cuando manifiesta que “la tasa 

mundial de desempleo entre los jóvenes es casi tres veces más elevada que la de los 

adultos” (OIT, 2018c), situación agravada por la crisis generada por la pandemia. A ello se le 

debe sumar los problemas para mantener en el empleo, debido a las exigencias que nacen 

en el mercado laboral.  

 

Según la OCDE y el DANE, los niéveles de productividad de los trabajadores colombianos, 

siguen por debajo de la media a nivel internacional; situación que preocupa a los 

empleadores a nivel nacional, quienes buscan contratar a personal con experiencia, aquella 

que se adquiere en los entornos laborales, es decir, en el ejercicio de la actividad laboral. 

Según la Organización Internacional del Trabajo- Ilo. “Las diferencias respecto al 

crecimiento de la productividad de los países no guardan relación con la educación formal 

sino con los conocimientos y competencias productivos adquiridos en el trabajo”. (OIT, 

2017d, pág. 32) En ese mismo sentido este Órgano Internacional ha expresado que:  

Los aprendizajes suelen ser más largos y ofrecer  formación en todas las 

competencias indispensables para  ejercer un oficio u ocupación 

específicos. Por el contrario, la mayoría de prácticas profesionales o 

pasantías tienden a  funcionar durante períodos más cortos y a ser menos 

 exhaustivos. (OIT, informe IV, para la 110ª reunión, 2021) 

 

Lo anterior, no quiere significar que las prácticas en los centros educativos no sean 

suficientes, sino que debido a la naturaleza misma de las pasantías y prácticas 

profesionales, son menos rigurosas; pues si bien permiten el acercamiento del estudiante 

con el entorno laboral con la naturaleza la actividad estudiada, sus niveles de exigencias 

son menores.  

 

Aunado a lo anterior, es importante recordar que en Colombia, para el año 2014 “En 

promedio, los jóvenes de 18 a 28 años tardan ocho meses en encontrar trabajo formal. Los 

bachilleres lo hacen en seis meses, los técnicos y tecnólogos se emplean en cuatro meses y 

los profesionales, en 10 meses” (Luis Ernesto Gómez). Para 2019, según el DANE, una 

persona con experiencia laboral tardaba aproximadamente entre 120 y 180 en reubicarse 

laboralmente (2019). Pues contribuye a que su calificación profesional sea reconocida 

externamente. (ILO, Informe IV, Un marco para el aprendizaje, 110.ª reunión, 2021). 

Promedios anteriores a la crisis sanitaria mundial y a la cuarentena obligatoria decretada 

por el gobierno nacional, lo que ha generado un impacto significativo en el mercado laboral 

colombiano, pues pese al esfuerzo del gobierno  en camino a la reactivación económica no 

son alentadores para la población joven en edad laboral y menos para la mujer joven. 

(Dane, 2021) 

 

 Los esfuerzos del Gobierno actual no logran impactar al 50% de los jóvenes en situación de 

desempleo. El subempleo de esta población es alarmante, apartado de la protección en la 
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mayoría de casos del Sistema de Seguridad Social Integral, lo que les impide erigir en su 

años de vidas laborales a la construcción de sus planes de retiro futuro, cuando la 

naturaleza propia del adulto mayor, no les permita desempeñarse como bien lo puedan 

realizar en esta ciclo de la vida laboral (problemática creciente a nivel internacional en 

cuento a expectativa de vida, relevo generacional, y natalidad, entre otros). Un aspecto 

positivo que aporta la propuesta de ley, pues se preocupa en ello al establecer en el 

artículo 3 la obligación del contratante de afiliar al Aprendiz al Sistema de Seguridad Social 

en Riesgos Laborales  y acceder su permanencia en el Régimen Subsidiado de Salud. Así 

como también lo concerniente a la afiliación al Sistema de Pensión, este punto, se 

considera pertinente por parte de la suscrita, pues el tiempo en que se plantea redimir el 

bono dispuesto, se dará cuando se cumplan los requisitos de pensión de vejez; evitando un 

impacto fiscal a corto y mediano plazo, y permitiendo al gobierno crear medidas ante la 

creciente crisis en el sistema pensional. La población joven desempleada, constituye menos 

aportes al Sistema de Pensiones, y por ello, la importancia de potencializar  fuerza 

productiva, para así contribuir en mayor estabilidad laboral de esta población en empleos 

dignos, que contribuirá con el sistema, conforme a lo expresado por la OIT en Informe IV, 

sobre la experiencia en Brasil,  donde se evidenció el impacto positivo para los aprendices 

quienes  “a diferencia de otras personas en situación comparable que no habían 

participado en programas de ese tipo, tenían más posibilidades de encontrar un puesto de 

trabajo permanente en el sector formal y percibir salarios más elevados a corto y mediano 

plazo”. (OIT, Informe V, 2021) 

 

En ese sentido,  la Organización Internacional del Trabajo ha expresado que:  

Los estudios realizados por la Comisión Europea han demostrado que los programas 

de aprendizaje conducen invariablemente a resultados positivos en términos de 

empleo. En promedio, entre el 60 y el 70 por ciento (y en algunos casos hasta el 90 

por ciento) de los aprendices consiguen empleo nada más completar el programa 

de aprendizaje, lo que ha llevado a varios Estados miembros de la UE a introducir 

sistemas similares (Comisión Europea, 2013a, págs. 9 y 10, citado por OIT, 2021). 

Aunado a una realidad del mercado de trabajo, en que los empleadores deben ser 

motivados a contratar y esto solo se dará en la medida en que las fuerzas del mercado se lo 

permitan, pues su obligación y deber social con el Estado, no es suficiente cuando se 

encuentra inmerso en crisis financieras y a las realidad de la inflación que afecta a la 

voluntad del gremio.  

 

En ese orden, esta medida que se trata de introducir con el proyecto de ley 099 de 2021, 

esta de acorde a lo manifestado por la OIT del contrato de aprendizaje que contribuye a 

obtener beneficios a las partes interesadas, es decir, empleadores, trabajadores jóvenes y 

gobierno, a mediano y a largo plazo (Informe IV, 2020). Pues de acuerdo con la OIT “En un 

informe del Banco Interamericano de Desarrollo se indicaba que más del 80 por ciento de 

los empleadores habían declarado estar satisfechos con sus programas de aprendizaje, y 

más del 60 por ciento habían constatado mejoras en la productividad de sus empresas 

como resultado de tales programas (Fazio et al., 2016, pág. 16, citado por OIT, 2020 pág. 

13-18).   

 

Conforme a lo analizado, es pertinente expresar que, los aprendices del contrato de 

aprendizaje extendido tendrán grandes oportunidades en el mercado laboral, haciendo 

atractiva la mano de obra joven que ya adquirido la experiencia que tanto solicitan los 

empleadores, pues pese a los múltiples prácticas que se realizan en los entornos 

universitarios  los niveles de exigencia en la parte práctica como aprendiz, son diferentes, 

pues estos se enfocan no solo en lo aprendido en la parte lectiva, sino en la destreza que la 

experiencia nos pueda otorgar, reduciendo con ello los periodos de reubicación laboral 

para esta población cuando se encuentre directamente en el mercado laboral. Según la 

OIT,  “En el Reino Unido, según un estudio realizado por el Centro de Investigaciones 

Económicas Empresariales (2013), la productividad de los trabajadores que habían 

concluido un programa de aprendizaje aumentaba en promedio 214 libras esterlinas por 

semana.” (OIT, 2021) 

Por otro lado, en cuanto a lo referente a lo establecido Artículo 4. Cuotas De Contrato De 

Aprendizaje Extendido, se recomiendo establecer un límite a la cantidad de aprendices que 

se pueda contratar, pues bien se podría utilizar para abusos de algunos empleadores, que 

busquen reducir sus nóminas y esa no es la naturaleza o el espíritu del proyecto propuesto.  

 

En estos términos, se presenta el concepto solicitado, esperando sea de utilidad para los 

fines propuestos en el marco de este proyecto legislativo y solicitando de la maneras más 

cordial se tenga en cuenta y aprueba esta iniciativa tan importante.  

 

 

Atentamente,  

 

Maday Cervantes Gómez.  
Profesora  
Área Derecho Laboral y Seguridad Social  
Facultad de Derecho - Universidad Cooperativa de Colombia 
Correo: maday.cervantesg@campusucc.edu.co, madaycergo@gmail.com. 
Medellín.  
 

TTrraabbaajjooss  cciittaaddooss  
Corte Suprema de Justicia. (2019). SL4965. 

Corte Constitucional. (2011). T174 

Organización Internacional del Trabajo. (1939 ). R060 - Recomendación sobre el aprendizaje. . 

Organización Internacional del Trabajo. (2021 ). Informe IV (1) Un marco para aprendizajes 

de calidad.  

LA COMISION    SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL   
HONORABLE   SENADO   DE   LA     REPÚBLICA. -  Bogotá D.C., a los veintinueve 
(29) días del mes de septiembre del año dos mil veintiuno  (2021) - En la presente 
fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, las 
siguientes: consideraciones. 

 
CONCEPTO: UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA.  
REFRENDADO POR: DOCTORA MADAY CERVANTES GÓMEZ-PROFESORA -
ÁREA DERECHO LABORAL y SEGURIDAD SOCIAL-FACULTAD DE DERECHO. 
NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: N° 99/2021 SENADO. 
TÍTULO DEL PROYECTO: “POR LA CUAL SE AMPLÍA LA POBLACIÓN OBJETO 
DEL CONTRATO DE APRENDIZAJE, SE CREA EL CONTRATO DE 
APRENDIZAJE EXTENDIDO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
NÚMERO DE FOLIOS: SEIS (06) FOLIOS  
RECIBIDO EN LA SECRETARÍA DE LA COMISIÓN SÉPTIMA DEL SENADO EL  
DÍA: MARTES VEINTIOCHO (28) DE SEPTIEMBRE DE  2021.  
HORA: 10:57 A.M.   
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 
2011. 

El Secretario, 

 

JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA  
 SECRETARIO 
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